STJSL-S.J. – S.D. Nº 038/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a diecisiete  días de marzo de dos mil dieciséis, Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA  y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “MAGALLAN  CARLOS EDUARDO  c/ ORTEGA JUAN CARLOS  s/ LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN”  - IURIX  N° 250961/13.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 287 del CPC y C.?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que por escrito electrónico enviado el 11/08/2015, el apoderado del actor interpone Recurso de Casación contra la Sentencia Nº 37 de la Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Excma. Cámara de Apelaciones de la Tercera Circunscripción Judicial, de fecha 31/07/2015.-

Asimismo, por escrito electrónico enviado el 21/08/2015, funda el recurso, invocando las causales previstas por el art. 287 incs. a y b del CPC y C.-

2) Que corresponde determinar si se ha dado cumplimiento a las exigencias establecidas por los artículos 286 y ss. del CPC y C., a los efectos de la admisión formal del recurso en estudio.-

Así surge de las constancias de la causa, que la sentencia recurrida fue notificada el día 06/08/2015, habiéndose interpuesto el recurso el día 11/08/2015 y fundado el día 21/08/2015, por lo que luce tempestivo conforme a lo dispuesto en el art. 289 del CPC y C.-

También, se advierte que se ataca una sentencia definitiva dictada por la Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Excma. Cámara de Apelaciones de la Tercera Circunscripción Judicial, y que la parte recurrente, al ser trabajador en proceso laboral, se encuentra eximido de efectuar el depósito previo exigido por el art. 290 del C.P.C. y C.; por lo que debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301 inc. a del CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.-

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que en fecha 21/08/2015, el apoderado del actor funda el recurso, solicitando se revoque el resolutorio en crisis haciendo lugar en definitiva, a la indemnización integral desde la fecha real de ingreso al trabajo del accionante por jornada completa de trabajo, y al pago de las diferencias salariales reclamadas.-

Luego de referirse a la procedencia formal del recurso, expresa que los Sres. Jueces de Cámara han incurrido en todos los supuestos que contienen los incisos a y b del art, 287 del CPC y C.-
Destaca que en la Sentencia de Cámara se coincidió con los fundamentos del a quo esgrimidos, para desacreditar el despido verbal aludido por el actor, con fundamento en que solo hubo un testigo del momento en que se produjo, el que demostró un “escaso” conocimiento de las circunstancias, y respecto del intercambio epistolar que el mismo luce apresurado, intempestivo y finalmente injustificado; sin ponderar que al contestar la carta documento que envió el demandado intimando a reintegrarse, el empleado explicó pormenorizadamente cuales eran las razones que impedían la prosecución de la relación laboral.-

En orden a los tres supuestos de los incs. a y b del art. 287 del CPC y C., afirma que los Camaristas, aunque no citan ningún artículo de la LCT para darle la razón al empleador, sin duda le han dado una singular importancia a este aspecto; violentando de esta manera el orden de prelación de las leyes y los principios protectores de los trabajadores; que si existía duda en sus pareceres, respecto de si el testigo que presenció las circunstancias del despido, era inconsistente o si el Telegrama con el que se respondió el reintegro al trabajo no cumplió con las prerrogativas de ley, debieron aplicar los principios contenidos en el art. 9º de la LCT; que se dejó de aplicar la ley que correspondía, que no es otra que la Ley de Contrato de Trabajo en sus arts. 9, 23, 50 y art. 14º bis de la C.N.; y que se han aplicado erróneamente los principios de lealtad y buena fe laboral, que en el caso, se han interpretado íntegramente a favor del empleador.-

Analiza luego los fundamentos de Primera Instancia a los que adhirió la Cámara, manifestando que allí solo se tuvo en cuenta, a la hora de resolver sobre el despido, el intercambio epistolar que tuvieron las partes antes del proceso, que fueron la CD 170042708 de fecha 21 de Marzo de 2011 enviada por Ortega al actor, requiriendo se aclarara su situación laboral y el reintegro a sus tareas habituales bajo apercibimiento de considerar abandono de trabajo, en atención al retiro de su lugar de trabajo el día 21/03/2011; y la respuesta de Magallan, a través de Telegrama Ley CD 170042875 de fecha 23 de Marzo de 2011, en donde rechazó aquella sosteniendo que fue echado por el empleador; detallando situaciones que lo llevaron a considerarse en situación de despido directo. A ello agrega, que el juez no ha considerado la declaración de Cristian Ariel Sosa de fecha 18 de febrero de 2014, quien fue un testigo presencial del momento del despido, de la que surge probado en forma acabada el despido indirecto base de la acción y su procedencia, conjuntamente con aquél Telegrama del actor donde se han detallado las causas del despido que invoca.-
Destaca que en la Sentencia cuestionada, lo que hace extensivo a la de Primera Instancia, se han ignorado deliberadamente y avasallado, normas y principios de orden laboral contenidas en los arts. 9, 23 y 50 de la LCT; explayándose luego sobre el contenido del principio protectorio, con las reglas del in dubio pro operario, y de los principios de la primacía de la realidad y de equidad.-
Afirma, que en el caso no puede desconocerse el reclamo por los meses que el empleador abonó irregularmente al trabajador, y que la circunstancia de haber presentado el libro de registros no prueba la verdad real, que es que Magallan laboró siempre el día completo, y no media jornada como recién y luego de varios años desde el inicio de la relación laboral, fue blanqueado; por lo que la Sentencia Definitiva de Primera Instancia adolece de un análisis incoherente, imperfecto, superficial y que perjudica palmariamente la valoración integral de las pruebas producidas en autos.-

Concluye, sosteniendo que la Sentencia de segunda instancia adolece de la falta de consideración de todo el cuadro probatorio completo, concatenado e interrelacionado entre sí, a la vez que ha dislocado la congruencia de todos los principios de orden público laboral.-
2) Que por escrito enviado vía IOL el 16/09/2015, contesta traslado la demandada, quien solicita el rechazo de la casación, con costas.-

Aduce como fundamento de su responde, que el recurrente invoca la errónea interpretación y aplicación de las normas, pero solo lo hace de manera genérica, y es evidente que cuestiona aspectos fácticos del proceso; lo que constituye materia absolutamente extraña al examen normativo del control técnico del recurso de casación. Que en consecuencia, no corresponde examinar por esta vía, aspectos relacionados con la prueba en que la Cámara sustenta la existencia de la relación laboral, su finalización, la categoría del trabajador o el abandono de trabajo; porque es privativo de los jueces de la instancia ordinaria.-
Destaca que el escrito recursivo no logra poner en evidencia ilegalidad alguna, sino simplemente discrepancias con el criterio del Juzgador; efectuando un razonamiento paralelo que no alcanza a destruir la sentencia atacada, siendo la cabal demostración de la violación de la ley o la aplicación errónea del derecho, fundamental para la procedencia de esta vía de excepción.-
Sostiene que, al haber efectuado la Excma. Cámara un correcto análisis y merituación de la cuestión y de las normas legales aplicables de la ley de contrato de trabajo, lo que no admite cuestionamiento alguno; en razón de haberse aplicado el derecho con ajustada referencia a las constancias de la causa, con fundamentos suficientes para proteger el pronunciamiento de la tacha de arbitrariedad y, al carecer el recurso de los elementos claramente demostrativos de las falencias que aduce, el mismo debe ser rechazado.-
Recalca que el recurrente cita normas que no resultan de aplicación al caso de autos, y luego pretende a partir de ellas, cuestionar los argumentos, valoración de las pruebas y fijación de los hechos efectuada por la Cámara de Apelaciones, lo que resulta improcedente.-

Señala que, además no debe dejarse de advertir y considerar que el actor incurre en un grave error al referirse al despido indirecto, porque en realidad, tal como ya lo advirtiera el Juez de primera instancia, el despido que invoca en primer término, es un despido directo que imputa al empleador; diciendo que lo hizo en forma verbal con insultos y malos tratos; y luego contradictoriamente, sostiene que las causas expuestas constituyen injuria grave por lo que se da por despedido en forma indirecta. Que ello demuestra que los planteos del actor, improcedentes, tardíos, infundados son solo el maquillaje impuesto a los mismos agravios que expresó en segunda instancia, para dar aparente sustento al presente recurso.-
Manifiesta que el actor, desde la demanda ha invocado que fue despedido por el empleador, aunque erróneamente lo califica como despido indirecto, y no ha podido dar razón valedera, ni respuesta al telegrama que el empleador le remitiera, requiriéndole aclarara la situación por el retiro del lugar del trabajo y que se reintegrara al mismo, lo que no ha sido desvirtuado por prueba alguna.-
Concluye, en que ninguna de las hipótesis previstas por el art. 287 del CPC y C., para la procedencia del recurso de casación, se encuentran fundadas y probadas en este recurso en legal forma, y solo se ha limitado a cuestionar la valoración que tanto el Juez de Primera Instancia, como la Cámara de Apelaciones, hicieran de las pruebas y constancias de autos que determinan la finalización de la relación laboral; por lo que no se está ante la interpretación errónea de una ley, sino ante la apreciación y valoración de pruebas que determinan la finalización de la relación laboral; no constituyendo la discrepancia con la misma una causal que determine la procedencia del recurso.-

3) Que en fecha 28/10/2015, dictamina el Sr. Procurador General, quien opina que debe rechazarse el Recurso de Casación, por los fundamentos que se dan por reproducidos en honor a la brevedad.-
4) Que entrando al análisis de esta cuestión y teniendo presente el criterio jurisprudencial, que sostiene que para la procedencia del recurso de casación se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso, la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta conlleva a que el recurso deba ser rechazado (Cfr. STJSL S.J. Nº 18/06 “Cabello, Oscar Alfredo c/ Edesal S.A. – D. y P. – Recurso de Casación”, 18-04-06; STJSL-S.J Nº 19/07 “Kravetz Elias Samuel c/ Edesal S.A. – D. y P. - Recurso de Casación”, 17-05-2007; entre otros), es que advierto la improcedencia del recurso en estudio.-
Ello así, por cuanto no obstante invocar la actora que la casación se sustenta en los supuestos contemplados por el art. 287 incs. a y b, del Código de rito; no especifica de manera detallada y concreta el encuadramiento de las circunstancias del caso en los mismos, para hacer procedente el recurso. Es que en relación a la aplicación de una ley que no corresponde, dice someramente que los Camaristas no citan ningún artículo de la LCT para darle la razón al empleador; respecto de dejar de aplicar una ley que correspondiese expresa livianamente, que cree que se dejaron de aplicar artículos de la LCT, sin relacionarlos de modo alguno con la plataforma fáctica; y en cuanto a la errónea interpretación sólo afirma que se han interpretado principios laborales a favor del empleador sin especificar de qué manera, en relación a los hechos fijados en las instancias anteriores, debieron concretamente aplicarse.-

Asimismo, tal como lo señala el Procurador General, los fundamentos desarrollados a lo largo del escrito recursivo, se refieren a cuestiones de hecho y prueba, básicamente a la valoración de los hechos que motivaron el intercambio epistolar del 21/03/2011 y del 23/03/2011. Es decir que el planteo casatorio se refiere a cuestiones merituadas, en su oportunidad por los tribunales inferiores que escapan al ámbito del remedio en estudio, ya que no es dable revisar la situación fáctica en el Recurso de Casación.-
Así, los agravios señalados por el actor se dirigen únicamente a los fundamentos expresados por la Excma. Cámara –que se remitió en parte a los del Juez de Primera Instancia- respecto a la valoración de los hechos y pruebas que llevaron a considerar que, el despido indirecto de Magallan fue apresurado e intempestivo; pretendiendo además respecto de ello se aprecie de diferente manera la testimonial de Cristian Ariel Sosa. Al respecto, cabe señalar que en la merituación de la prueba, los jueces son libres en la selección de los medios probatorios e indiciarios que los conducen a establecer los hechos, y de optar por aquellos que les ofrecen mayores garantías de eficiencia en el descubrimiento de la verdad, ya sea omitiendo o haciendo prevalecer unos u otros; por lo que esta temática queda –por regla- excluida del control casatorio, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado (Cfr. STJSL-S.J. Nº 64/08 “Peralta Raúl Humberto  c/ Naturel S.A. y O. – D. y P. –Recurso de Casación, entre otros).-  
Resulta asimismo oportuno recordar lo mantenido por este Superior Tribunal respecto a que: “La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara por que este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio” (STJSL-S.L Nº 8/07 “Baigorria Silvia Graciela c/ Saisa / Demanda Laboral – Recurso de Casación“, 27-03-2007), jurisprudencia de estricta aplicación a la presente.- 
En consecuencia, siendo la cuestión planteada ajena al ámbito de la casación, como extensamente lo ha desarrollado el demandado en su responde; el medio recursivo en estudio deviene improcedente, más aún cuando el recurso de casación no procura una tercera instancia con el fin de revisar la justicia material de las sentencias de tribunales de grado, sino más bien el restablecimiento del imperio de la ley; que lleva por consiguiente una función pública con prescindencia de los intereses de las partes (Cfr. STJSL -S.J. Mº 4/07 “García Maiztegui Julio c/ Osvaldo Rubén Muract – D. Ejecutiva – Recurso de Casación”, 27-02-2007”; STJSL S.J. Nº 44/09 “Palumbo Juan Carlos c/ Pompagua S.R.L  D. y P. - Recurso de casación”, 19-05-2009).-
Por lo expuesto, VOTO a esta SEGUNDA CUESTIÓN por la NEGATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-
A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Que conforme se ha votado la segunda cuestión, no corresponde su tratamiento. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Que atento a la forma en que se han votado las cuestiones anteriores, corresponde el rechazo del recurso de Casación en análisis, confirmando la Sentencia N° 37 del 31/07/2015. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA  CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 
Que las costas deben imponerse a la parte recurrente. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
San Luis, marzo diecisiete de dos mil dieciséis.-
Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de Casación en análisis, confirmando la Sentencia N° 37 de fecha 31/07/2015, de la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción 
Judicial.

II) Costas a la parte recurrente.-

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres., HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA  y OSCAR EDUARDO GATICA,  en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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